SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°029
RADICACIÓN: 660013109002 2025 00004 01
ACCIONANTE:  MARÍA EUGENIA ZEA AGUDELO
CONFIRMA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PCL / HONORARIOS JUNTA DE CALIFICACIÓN
CALIFICACIÓN DE PCL – Responsabilidad en el pago.

… Se concluye que las Juntas de Calificación de Invalidez son las encargadas de proferir el dictamen de pérdida de capacidad laboral, cuando esta sea necesaria para acceder al reconocimiento y pago de cualquier clase de prestación social que pretenda garantizar el mínimo vital y la vida en condiciones dignas de las personas. El artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, establece que quiénes deben asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos de Pensión o las Administradoras de Riesgos Laborales, "ya que al ser un servicio esencial en materia de seguridad social, su prestación no puede estar supeditada al pago que haga el interesado, pues este criterio elude el principio solidaridad al cual están obligadas las entidades de seguridad social". Sin embargo, como se expuso, la jurisprudencia de esta Corporación dispone, bajo el mismo criterio, que las aseguradoras también podrán asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, once (11) de marzo de dos mil veinticinco (2025)

Acta de Aprobación No. 283
Hora: 1:55 p.m.
Radicado: 66001310900220250000401
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, frente el fallo de tutela proferido el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, a consecuencia de la acción de amparo promovida por la señora MARÍA EUGENIA ZEA AGUDELO, en contra de la entidad impugnante.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la accionante, se pueden concretar así: (i) padece diversas patologías razón por la cual solicitó ante COLPENSIONES dar inicio al proceso de calificación de PCL, con la finalidad acceder a la pensión de invalidez; (ii) COLPENSIONES emitió dictamen de PCL en septiembre 20 de 2024, y lo notificó en noviembre 25 de 2024; (iii) contra el dictamen notificado la accionante presentó recurso de inconformidad en noviembre 26 de 2024; (iv) a la fecha de presentada la acción de tutela, la AFP no ha realizado la remisión del expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda -en adelante JRCI-; (v) COLPENSIONES le está vulnerando sus derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social.

Solicitó la protección de sus derechos fundamentales y que, en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES que proceda a enviar el expediente respectivo ante la JRCI para dar trámite a la inconformidad manifestada.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado admitió la acción de tutela -auto de enero 16 de 2025- y dispuso correr traslado de la misma a COLPENSIONES y a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, esta última vinculada de oficio. 
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos: 

3.2.1.- La Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES manifestó que, en el caso de la señora MARÍA ZEA, en efecto, en noviembre 26 de 2024 -rad. 2024_25034009- presentó inconformidad al dictamen de PCL No. 6001799, notificado en noviembre 25 de esa anualidad, trámite que sería incluido para estudio y, de ser pertinente, se daría el trámite de conformidad con lo establecido por el artículo 142 del Decreto 019/12; no obstante, señaló que la acción de tutela no puede considerarse como el mecanismo adecuado para dirimir el conflicto suscitado por el accionante, como quiera que debe resolverse ante el juez ordinario. 

Pidió que se niegue la acción de tutela, por cuanto las pretensiones son abiertamente improcedentes, toda vez que no se cumple con los requisitos de procedibilidad del artículo 6° del Decreto 2591/91, y no se demostró que COLPENSIONES haya vulnerado algún derecho fundamental, por el contrario, estima que la entidad ha actuado de forma responsable.
3.2.2.- El Director Administrativo y Financiero de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda manifestó que, en atención a que las pretensiones de la accionante no están dirigidas a la Corporación, y que no hay posibilidad de que la Junta pueda ser objeto de alguna orden en la acción de tutela, debe declararse que no existe vulneración de derechos fundamentales. Precisó que ante esa corporación no se ha tramitado la inconformidad del dictamen objeto de controversia en el caso de la accionante, ni obra solicitud de calificación de forma particular.

Solicitó que se declare improcedente la acción de tutela en contra de esa entidad, o se disponga su desvinculación del trámite, como quiera que no han violentado ningún derecho fundamental invocado. 

3.3.- Mediante providencia de enero 27 de 2025, el juzgado A-quo concedió el amparo de tutela a los derechos fundamentales al debido proceso y la seguridad social de la señora MARÍA EUGENIA ZEA AGUDELO; en consecuencia, le ordenó a COLPENSIONES que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, “remita el expediente de la actora a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, para que en primera instancia efectué la calificación de invalidez de la accionante, y asuma, como es su deber legal, el costo de los honorarios de los miembros de la Junta Regional y Nacional, en caso de que se llegare a acudir a la segunda instancia, debiendo enviar el comprobante de pago respectivo. […]”; a su vez, conminó a la JRCI para que, una vez reciba el expediente prestacional, proceda sin dilación con la calificación requerida y de conformidad con las disposiciones legales.
Para adoptar la anterior determinación, el juez argumentó que, en efecto, bajo los parámetros legales y jurisprudenciales, COLPENSIONES incumplió la obligación de dar trámite oportuno a la inconformidad expresada por la afiliada en noviembre 26 de 2024 contra el dictamen de PCL emitido en septiembre 20 de 2024, pero notificado en noviembre 25 del mismo año. Ello porque, pese al tiempo transcurrido, no había remitido el expediente de la actora ante la JRCI ni pagó los honorarios requeridos para tal fin. 

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, la Directora (A) de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES manifestó impugnar el fallo de primer nivel, con el argumento que, en cumplimiento a la orden del juzgado, mediante oficio DML-H No. 106 de 2025, se efectuó el reconocimiento de honorarios a favor de la JRCI, entidad a la que se remitió el expediente de la accionante y quien sería responsable de la respuesta de los recursos puestos en su conocimiento. 

Solicita se revoque la sentencia de primera instancia, y en su lugar se deniegue la acción de tutela por carencia actual de objeto, por hecho superado. Además, que se declare el cumplimiento del fallo de tutela. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, y 32 del Decreto 2591 de 1991.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto concedió el amparo de tutela pretendido por la señora MARÍA EUGENIA ZEA AGUDELO. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola. 

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dosier, se aprecia que la señora MARÍA ZEA reclama la protección de sus derechos fundamentales que considera vulnerados por parte de COLPENSIONES, al no remitir su expediente prestacional ante la JRCI para dar trámite a la inconformidad por ella manifestada en noviembre 26 de 2024 contra el dictamen de calificación de PCL -#6001799- que emitió la AFP en septiembre 20 de 2024, notificado en noviembre 25 de esa misma anualidad.

El juez de primer nivel concedió el amparo de tutela por los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social de la accionante, al considerar que, en efecto, COLPENSIONES incumplió su obligación de remitir oportunamente el expediente de calificación ante la JRCI y pagar los honorarios pertinentes, para dar trámite a la inconformidad interpuesta por la interesada, de conformidad con las disposiciones legales -artículos 41 Ley 100/93, 17 L.1562/12, 20 y 30 D.1352/13-, por lo que le ordenó a la entidad a cumplir su deber legal y remitir el expediente respectivo a la JRCI para la calificación correspondiente y garantizar el pago de honorarios, tanto del órgano regional como del nacional, en caso de llegar a presentarse la apelación. A su vez, conminó a la JRCI adelantar la calificación requerida sin dilación alguna y acordó a la normatividad vigente. 
No obstante, la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES impugnó la decisión y, en esencia, argumentó que la acción de tutela es improcedente por carencia actual de objeto por hecho superado, bajo el presupuesto que la entidad ya pagó los honorarios a favor de la JRCI y le remitió el expediente prestacional de la señora MARÍA ZEA.
Sea lo primero decir, que la jurisprudencia constitucional ha determinado no solo la procedencia de la tutela para resolver asuntos como el que aquí se debate, sino también para ordenarle a las AFP dar el trámite respectivo al proceso de calificación de sus afiliados y asumir el pago de esos honorarios. Puntualmente, la H. Corte Constitucional, indicó: 

“[…] Se concluye que las Juntas de Calificación de Invalidez son las encargadas de proferir el dictamen de pérdida de capacidad laboral, cuando esta sea necesaria para acceder al reconocimiento y pago de cualquier clase de prestación social que pretenda garantizar el mínimo vital y la vida en condiciones dignas de las personas. El artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, establece que quiénes deben asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos de Pensión o las Administradoras de Riesgos Laborales, "ya que al ser un servicio esencial en materia de seguridad social, su prestación no puede estar supeditada al pago que haga el interesado, pues este criterio elude el principio solidaridad al cual están obligadas las entidades de seguridad social". Sin embargo, como se expuso, la jurisprudencia de esta Corporación dispone, bajo el mismo criterio, que las aseguradoras también podrán asumir el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez. […]”
 -negrillas excluidas-

A su turno, el artículo 142 del Decreto Ley 019/12 contempla la posibilidad de controvertir el dictamen inicial: “[…] En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez […]”.

Además, el artículo 17 de la Ley 1562/12 dispone:

“ARTÍCULO 17. HONORARIOS JUNTAS NACIONAL Y REGIONALES. Los honorarios que se deben cancelar a las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, de manera anticipada, serán pagados por la Administradora del Fondo de Pensiones en caso de que la calificación de origen en primera oportunidad sea común; en caso de que la calificación de origen sea laboral en primera oportunidad el pago debe ser cubierto por la Administradora de Riesgos Laborales, conforme a la reglamentación que expida el Ministerio de Trabajo.

El Ministerio del Trabajo dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente ley, reglamentará la materia y fijará los honorarios de los integrantes de las juntas. 

PARÁGRAFO. Las juntas de calificación percibirán los recursos de manera anticipada, pero los honorarios de los integrantes sólo serán pagados hasta que el respectivo dictamen haya sido expedido y entregado, recursos que deben ser diferenciados y plenamente identificables en la contabilidad.”

Al descender al caso específico, se tiene que, en efecto, la accionante en noviembre 26 de 2024 interpuso el recurso de inconformidad contra el dictamen emitido por COLPENSIONES, así lo ratificó la misma Administradora, pero el trámite se encontraba obstruido porque el Fondo de Pensiones no había procedido con la remisión del expediente ante la JRCI ni con el correspondiente pago de honorarios.

Con base en la normativa vigente, queda claro que COLPENSIONES contaba con el término de cinco días para remitir el expediente a la Junta Regional con el fin de resolver la inconformidad manifestada por la usuaria calificada, y a la fecha de presentación de la tutela no había cumplido con esa obligación. 

En ese contexto, fue acertada la conclusión del juez A-quo al amparar los derechos fundamentales de la señora MARÍA ZEA, pues la omisión de COLPENSIONES frenó sin justificación su proceso de calificación de PCL, el que, dicho sea de paso, ya tenía una ostensible dilación en la notificación del dictamen de primera oportunidad, pues figura emitido en septiembre 20/2024 y fue solo hasta noviembre 25 que se notificó a la usuaria. 
Ahora, según lo reclama COLPENSIONES en su impugnación, las pretensiones de la accionante fueron satisfechas con el pago de honorarios de la JRCI y la remisión del expediente ante esa entidad en enero 28 de 2025 -OFICIO DML-H No. 106 de 2025-, lo cual hizo saber a la señora MARÍA ZEA en enero 29 del corriente año -rad. 2025_1137131 - 2025_1124867-, a partir de lo cual considera que se configuró la carencia actual de objeto por hecho superado.
Al respecto, es pertinente precisar que el hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección
. 
No obstante, el Tribunal no comparte los argumentos de la impugnación y, por el contrario, coincide con la conclusión del juez de primera instancia; lo dicho, dado que la actuación que desplegó COLPENSIONES, según lo acreditado, fue precisamente en cumplimiento al fallo confutado, al punto que en portal web de la JRCI se verifica que el caso de la accionante fue recibido y radicado en enero 29 de 2025
.  

Es decir, la entidad cumplió con el primer presupuesto de la orden judicial, esto es, remitir el expediente ante la Junta Regional y pagar los honorarios que correspondían; empero, dado el alcance de la medida de protección que adoptó el A-quo, no puede considerarse plenamente cumplido el fallo hasta que se culmine el proceso de calificación o, al menos, que COLPENSIONES garantice el pago de honorarios de la Junta Nacional, de llegar a ser procedente, para adelantar una eventual apelación al dictamen que emita la JRCI, disposición que por demás se aprecia sensata dado que es evidente que la Administradora en este caso actuó con poca diligencia para atender sus obligaciones en el trámite ante a la Junta Regional de Calificación.
En esas condiciones, la Sala encuentra que la decisión objeto de censura está ajustada a derecho y, por consiguiente, se confirmará. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en enero 27 de 2025 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual tuteló los derechos fundamentales al debido proceso y la seguridad social de los que es titular la señora MARÍA EUGENIA ZEA AGUDELO, vulnerados por COLPENSIONES. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Sentencia T-400/14


� Sentencia T-085/18.


� Consultado en https://db.juntaregionalrisaralda.com/consultas/?cc=30391280
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